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PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO DE RESPONSABILIDAD

                                                                                          P05/2019                                                                                                                                                                           ALEJANDRO MEDINA GALINDO   


PROCEDIMIENTO DE RESPONSABILIDAD ADMINISTRATIVA: 05/2019.

SERVIDOR PÚBLICO INVOLUCRADO: ALEJANDRO MEDINA GALINDO EN SU DESEMPEÑO COMO AUXILIAR DE TECNOLOGÍAS DE LA INFORMACIÓN DEL CENTRO INTEGRAL DE JUSTICIA PENAL DE LA PRIMERA REGIÓN JUDICIAL DEL ESTADO, SALA SEDE EN SAN LUIS POTOSÍ.
CONSEJERO PONENTE: CARLOS ALEJANDRO PONCE RODRÍGUEZ.

ELABORÓ: GUADALUPE ISELA RODRÍGUEZ MONSIVAIS.
San Luis Potosí, San Luis Potosí, seis de mayo del dos mil diecinueve.

VISTOS, para resolver los autos del expediente P05/2019, relativo al Procedimiento de Responsabilidad Administrativa, interpuesto por Roberto Dorantes Hivó, en su respectivo carácter de Visitador General del Consejo de la Judicatura del Poder Judicial del Estado, en contra de Alejandro Medina Galindo, en su actuación como Auxiliar de Tecnologías de la Información del Centro Integral de Justicia Penal de la Primera Región Judicial del Estado; y
RESULTANDO:
PRIMERO. PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO DE RESPONSABILIDAD SOLICITADO POR ROBERTO DORANTES HIVÓ VISITADOR GENERAL DEL CONSEJO DE LA JUDICATURA DEL PODER JUDICIAL DEL ESTADO. Mediante oficio VJ/12/2019 recibido en quince de enero del dos mil diecinueve, compareciendo Roberto Dorantes Hivó, Visitador General del Consejo de la Judicatura del Poder Judicial del Estado, ante la Secretaría Ejecutiva de Vigilancia y Disciplina del Consejo de la Judicatura del Poder Judicial del Estado, para denunciar diversas irregularidades presuntamente cometidas por Alejandro Medina Galindo, en su actuación como Auxiliar de Tecnologías de la Información del Centro Integral de Justicia Penal de la Primera Región Judicial del Estado, toda vez que por oficio SEVD/578/2018, el licenciado José Antonio Vázquez Espino, en su carácter de Secretario Ejecutivo de Vigilancia y Disciplina del Consejo de la Judicatura del Poder Judicial del Estado, le remitió original del expedientillo E79/2018 en contra de Alejandro Medina Galindo, del índice de la Secretaría Ejecutiva de Vigilancia y Disciplina del Consejo de la Judicatura, el cual se inició derivado del oficio C.J. 1321/2018 signado por el Presidente del Supremo Tribunal de Justicia y del Consejo de la Judicatura del Poder Judicial del Estado, lo anterior para que el mencionado visitador judicial estableciera si de la contestación rendida mediante oficio CIJP-1250/2018 por el encausado, se actualizaba en alguna falta administrativa y en su caso elaborara la solicitud de procedimiento administrativo correspondiente 
.
SEGUNDO. RADICACIÓN. Mediante acuerdo de diecisiete de enero del dos mil diecinueve, se agregó el oficio VJ/12/2019, con el que compareció el denunciante en cumplimiento al oficio SEVD/578/2018, signado por el Secretario Ejecutivo de Vigilancia y Disciplina del Consejo de la Judicatura del Poder Judicial del Estado en fecha dos de mayo del dos mil dieciocho; y una vez analizados todos los instrumentos, se ordenó admitir a trámite el Procedimiento Disciplinario de Responsabilidad Administrativa interpuesto en contra de Alejandro Medina Galindo, en su actuación como Auxiliar de Tecnologías de la Información del Centro Integral de Justicia Penal de la Primera Región Judicial del Estado, por los hechos narrados en el oficio anteriormente señalado del denunciante. Al efecto se ordenó notificar, correr traslado y emplazar al servidor judicial denunciado, fijándose fecha y hora para la audiencia de ley
. 
También se ordenó girar oficio a la Directora del área de Recursos Humanos, para que informara lo relativo a las circunstancias socioeconómicas del denunciado, el nivel jerárquico, antecedentes laborales, antigüedad en el servicio público, cargo y si este ha sido sancionado mediante procedimiento administrativo de responsabilidad a causa del incumplimiento de sus obligaciones, a lo cual dio cumplimiento mediante oficio.  
Sin perjuicio de lo anterior, se instruyó asentar certificación y agregar a los autos del procedimiento, copia fotostática certificada de la resolución respectiva, en caso de que existieran en la Secretaría Ejecutiva de Vigilancia y Disciplina registro de diversos procedimientos administrativos de responsabilidad o quejas administrativas instaurados en contra del servidor judicial
. 
Se dio intervención a la Agente del Ministerio Público adscrita a este órgano disciplinario para los efectos y fines que refiere el artículo 185, fracción I, parte final, de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado; quien compareció mediante oficio 03/2019, de veintidós de enero del dos mil diecinueve
.
TERCERO. EMPLAZAMIENTO. Mediante diligencia de treinta de enero del dos mil diecinueve, la actuaria adscrita al Consejo de la Judicatura emplazó personalmente al encausado, haciéndole saber el inicio del Procedimiento Disciplinario de Responsabilidad Administrativa, se le corrió traslado con las copias exhibidas de las constancias y actuaciones que integran el presente expediente, haciéndole saber de forma certera la presunta falta administrativa que se le atribuía, haciendo de su conocimiento la fecha y hora en la cual tendría verificativo la audiencia de ley, y que en ésta tendría la posibilidad de tener una defensa adecuada de forma verbal o escrita, además de poder ofrecer las pruebas y alegatos de su intención
. 
CUARTO. CONTESTACIÓN. Se tuvo al encausado, en su calidad de servidor judicial denunciado, por contestando en tiempo y forma la denuncia entablada en su contra, mediante el uso de la voz en audiencia de once de marzo del dos mil diecinueve
.
QUINTO. CELEBRACIÓN DE LA AUDIENCIA DE LEY, ADMISIÓN Y CALIFICACIÓN DE PRUEBAS. El once de marzo del dos mil diecinueve, se celebró la audiencia de Ley prevista por el artículo 185 de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado, haciéndose constar la inasistencia de la parte quejosa, la asistencia del funcionario señalado como presunto responsable, así como la comparecencia del Agente del Ministerio Público Adscrito al Consejo de la Judicatura del Poder Judicial del Estado, por medio de oficio. 
Asimismo, se tuvo al encausado por dando contestación a las faltas que se le atribuyen, mediante el uso de la voz en la audiencia. 

 Se admitieron y calificaron de legales la totalidad de las pruebas ofertadas, desahogándose las que así lo ameritaron
. 
SEXTO. ALEGATOS. Una vez que se desahogaron los medios de prueba ofertados por las partes, se cerró la etapa probatoria y se abrió la etapa de alegatos, en razón de que no se encontraban medios de prueba pendientes por desahogar, quedó cabalmente integrado el expediente
. 
SÉPTIMO. TURNO. Finalmente, se citó para resolver el presente asunto, en cumplimiento al artículo 185 fracción II de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado, en relación con el numeral 409 del Código de Procedimientos Civiles en vigor, aplicado supletoriamente a la invocada, como lo previene el diverso ordinal 189 de esta última; en consecuencia se ordenó remitir el expediente al Consejero Carlos Alejandro Ponce Rodríguez a efecto de elaborar el proyecto de resolución respectivo
.
CONSIDERANDOS:
PRIMERO. COMPETENCIA DEL ÓRGANO COLEGIADO. La competencia del Consejo de la Judicatura se encuentra establecida en los artículos 94, fracciones XXXI y XXXII, 183, 184 y 185 de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado. Con fundamento en tales normas jurídicas, este Consejo se declara competente para conocer, substanciar y resolver lo relativo a los Procedimientos Disciplinarios de Responsabilidad Administrativa en contra de los Servidores Públicos del Poder Judicial del Estado. A su vez, el artículo 184 de dicho ordenamiento dispone que el procedimiento administrativo puede iniciarse de oficio por el superior jerárquico del presunto infractor. Por lo cual, es indubitable que este órgano colegiado tiene facultad legal para proceder administrativamente en contra de un funcionario judicial, tratándose de queja presentada por instancia de parte inconforme, o bien mediante un análisis de oficio del asunto.
SEGUNDO. LEGITIMACIÓN ACTIVA. Al constituir una cuestión de orden público, el estudio de la legitimación del denunciante debe de efectuarse previo al estudio de fondo del presente procedimiento administrativo, entendiéndose que ésta se produce cuando el derecho cuestionado en el procedimiento es ejercitado por quien está en aptitud para hacerlo, lo que en el presente asunto recae en la figura del denunciante. 
Bajo ese contexto, al tratarse de un requisito, debe estar perfectamente justificado que el promovente se encuentra facultado para la presentación de la queja materia de la presente resolución. 
Por su parte, el artículo 184 de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado de San Luis Potosí, dispone lo siguiente:
“Artículo 184. 
El procedimiento administrativo se iniciará mediante queja de los órganos auxiliares o de los particulares que tengan interés jurídico, la que se formulará por escrito o de manera verbal, pero en éste último caso se levantará acta circunstanciada de la misma. También podrá iniciarse de oficio por el superior jerárquico del presunto infractor, o por cualquiera de los consejeros cuando la gravedad de la irregularidad observada así lo amerite y, en tal caso, corresponderá al Pleno del Consejo de la Judicatura imponer al responsable la sanción respectiva. Asimismo, iniciará el procedimiento disciplinario correspondiente derivado de las resoluciones emitidas por los organismos constitucionalmente autónomos.  No podrán imponerse dos veces por una sola conducta sanciones de la misma naturaleza.”
 Así también, el artículo 117 del Reglamento Interior del Consejo de la Judicatura establece que:

“Artículo 117. 

Al presentarse la denuncia se deberá acreditar el interés jurídico del denunciante…”
De lo que se traduce en que, los sujetos legitimados conforme al citado numeral para que, a través de la queja o denuncia correspondiente, inicien el procedimiento administrativo, son los siguientes:

a) Los órganos auxiliares.

b) Los particulares que tengan interés jurídico en el asunto.

c) El superior jerárquico del infractor.

d) Cualquiera de los Consejeros cuando la gravedad de la irregularidad observada así lo amerite.

Al tenor del dispositivo antes enunciado, en la especie, se tiene que el Consejo de la Judicatura del Poder Judicial del Estado, tiene a su cargo, entre otros, la vigilancia y disciplina del Poder Judicial del Estado, de conformidad con el párrafo cuarto del artículo 90 de la Constitución Política del Estado y para su adecuado funcionamiento, cuenta con órganos auxiliares, entre ellos, la Visitaduría Judicial, órgano competente para inspeccionar el funcionamiento de las Salas del Supremo Tribunal de Justicia, de los Juzgados de Primera Instancia y menores; así como, para supervisar la conducta y desempeño de los integrantes de dichos órganos, funciones que son llevadas a cabo por los visitadores, como lo disponen los artículos 110 y 111 de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado.

En consecuencia, al haber sido presentada la denuncia que nos ocupa por el licenciado Roberto Dorantes Hivó, en su carácter de Visitador General del Consejo de la Judicatura del Poder Judicial del Estado, quien acreditó tal carácter con la copia certificada del nombramiento contenido en el oficio C.J. 3392/2013 de veintiséis de noviembre de dos mil trece, que obra como documental segunda, del escrito inicial del denunciante, y al que se le otorga pleno valor convictivo, de conformidad con lo establecido en el artículo 323, fracción II y 388 del Código de Procedimientos Civiles del Estado de aplicación supletoria en los términos permitidos en el ordinal 189 de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado.

TERCERO. LEGITIMACIÓN PASIVA. Toda vez que, la legitimación pasiva es una condición necesaria para la procedencia de la acción ejercitada, no un presupuesto para el ejercicio de ésta, es indispensable realizar su estudio previo al análisis de fondo del asunto.
En lo correspondiente a la legitimación pasiva del servidor judicial encausado, Alejandro Medina Galindo, en su actuación como Auxiliar de Tecnologías de la Información del Centro Integral de Justicia Penal de la Primera Región Judicial del Estado, el artículo 3° de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado de San Luis Potosí, dispone quienes son servidores públicos y la fracción XXVI, señala lo siguiente:
“Artículo 3°.
Para efectos de esta ley se entenderá por:

…

XXVI. Servidores Públicos: Las personas que desempeñan un empleo, cargo o comisión en los entes públicos, conforme a lo dispuesto en el artículo 124 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí. 

…”
De igual manera el dispositivo 175 de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado, establece quienes son sujetos de responsabilidad administrativa:
“Artículo 175.

Son sujetos de responsabilidad administrativa, los magistrados, los consejeros, los jueces de primera instancia, jueces menores, los secretarios de acuerdos, secretarios de estudio y cuenta, subsecretarios, actuarios y visitadores, así como todos los demás servidores del Poder Judicial del Estado, por los actos u omisiones en que incurran en el desempeño de sus respectivas funciones, de acuerdo a la presente Ley y a las demás leyes aplicables.”
Mediante oficio recibido en once de febrero del dos mil diecinueve, signado por la licenciada en administración, Alejandra Eugenia González Castro, Directora de Recursos Humanos del Poder Judicial del Estado, quien hizo constar entre otras cosas, que a la fecha del referido oficio, el funcionario judicial denunciado Alejandro Medina Galindo, se desempeña como Técnico Especializado en el Área de Tecnologías de la Información, que cuenta con una antigüedad general en el referido cargo de dos años, diez meses
.
Documental antes descrita de la cual se desprende el cargo en el cual se desempeña el funcionario denunciado, que de conformidad con lo establecido por los artículos 280, fracción II, 323, fracción II, y 388, del Código de Procedimientos Civiles vigente en esta Entidad Federativa, de aplicación supletoria, acorde a los establecido en el numeral 189 de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado, tiene el carácter de pública
 y que en el caso adquiere valor probatorio pleno
.
En tales condiciones, con fundamento en los artículos 3°, fracción XXVI, de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado de San Luis Potosí y 175 de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado, y en concatenación con lo manifestado por la Directora de Recursos Humanos mediante su oficio se concluye que Alejandro Medina Galindo, es servidor público del Poder Judicial del Estado de San Luis Potosí, con la categoría de Técnico Especializado en el Área de Tecnologías de la Información, y por tanto, es sujeto de responsabilidad, y en virtud de lo anterior, es susceptible de ser encausado por la comisión de cualquier falta administrativa en el desempeño de sus funciones, así como en su caso, ser sancionado de acuerdo con la legislación aplicable en la materia.
Lo anterior tiene apoyo, en la tesis
 emitida por el  Quinto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, que literalmente dispone lo siguiente: 

“LEGITIMACIÓN PASIVA. ES UNA CONDICIÓN NECESARIA PARA LA PROCEDENCIA DE LA ACCIÓN, NO UN PRESUPUESTO PARA EL EJERCICIO DE ÉSTA Y SU ESTUDIO ES DE OFICIO EN CUALQUIER ETAPA DEL PROCEDIMIENTO. No son lo mismo los presupuestos para el ejercicio de la acción, que las condiciones para la procedencia de ésta. Los primeros son los requisitos para ejercer la acción y necesarios para la admisión de la demanda y la validez del procedimiento, mientras que las segundas constituyen las condiciones necesarias para el acogimiento de la acción en la sentencia definitiva. Una de esas condiciones es la legitimación en la causa o relación jurídica sustancial (activa o pasiva) que se refiere a la calidad de las partes en el juicio e implica que la acción debe ser intentada por el titular del derecho y contra la persona obligada por la ley para satisfacerlo; esa relación jurídica sustancial, como una de las condiciones para acoger la acción, en principio corresponde al actor acreditarla demostrando su calidad de titular del derecho y la calidad de obligado del demandado; sin embargo, debe analizarla el juzgador aun de oficio e incluso el tribunal de alzada aunque no haya sido tema de la apelación. Por tanto, al determinar la Sala responsable que la demandada en la reconvención carecía de legitimación pasiva para responder por la acción de prescripción positiva, no analizó un presupuesto procesal para el ejercicio de la acción ni un elemento de ésta sino una condición necesaria para su satisfacción en la sentencia y la podía analizar aunque no haya sido tema de apelación, pues no podía pronunciar un fallo declarando procedente la acción que ejerció el demandado en vía de reconvención, si no se llamó a juicio a una parte interesada y la persona a quien se reconvino no es la persona que vincula la ley con relación a la prescripción positiva.”
En razón de lo anterior, se tiene plenamente acreditada la legitimación pasiva del servidor judicial encausado en el presente asunto. 
CUARTO. PRECISIÓN DE LA CONDUCTA IMPUTADA Y PROBABLES CAUSAS DE RESPONSABILIDAD. La conducta materia del procedimiento disciplinario que se le atribuyen a Alejandro Medina Galindo, en su actuación como Auxiliar de Tecnologías de la Información del Centro Integral de Justicia Penal de la Primera Región Judicial del Estado, corresponden a la siguiente:
	SERVIDOR PÚBLICO
	CONDUCTA QUE SE ATRIBUYE
	CAUSAS DE RESPONSABILIDAD QUE PODRÍAN ACTUALIZARSE

	Alejandro Medina Galindo, Auxiliar de Tecnologías de la Información del Centro Integral de Justicia Penal de la Primera Región Judicial del Estado.
	1. Ser omiso en acatar las instrucciones de sus superiores jerárquicos, en virtud de que por oficio CJPSLP009/2018, de fecha veinticuatro de enero de dos mil dieciocho, el Gestor Regional Sala Sede en San Luis Potosí, Eric Méndez Briones, solicitó el apoyo del servidor judicial denunciado para la elaboración y remisión de las bases de datos correspondientes al ejercicio del año dos mil diecisiete del Centro de Justicia Penal de esa Sede, con el objeto de enviar dicha información al sistema de estadísticas del Instituto Nacional de Estadística y Geografía (INEGI), instrucción que dejó de acatar, pues así se advierte del oficio                 C.J.1273/2018, de fecha diez de abril de dos mil dieciocho, signado por el Magistrado Juan Paulo Almazán Cue, Presidente del Tribunal de Justicia y del Consejo de la Judicatura del Poder Judicial del Estado, mediante el cual requirió al denunciado para que dentro del término de veinticuatro horas, informará las razones por las cuales no había dado cumplimiento a la instrucción dada por su superior, lo anterior se robustece con lo manifestado por el propio funcionario denunciado, en el oficio CIJP-1250/2018, fechado el trece de abril de dos mil dieciocho, en el cual informó al Magistrado Juan Paulo Almazán Cue en el cargo ya referido, que le había sido imposible concluir la encomienda dentro de la fecha requerida, por la carga excesiva de trabajo que se cuenta en ese Centro de Justicia Penal, además de que por ser Ingeniero en Sistemas, no podía descuidar sus labores diarias por las cuales fue contratado, manifestaciones las anteriores, que se encuentran corroboradas con lo narrado por el ingeniero Alejandro Medina Galindo, en la entrevista efectuada el veinticinco de mayo de dos mil dieciocho, ante el licenciado Alfonso Guillermo Sánchez Serment, Visitador Judicial.
	La prevista en el artículo 179, fracción, IV, de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado y/o el incumplimiento de las obligaciones establecidas en los diversos 48, fracciones I, de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado de San Luis Potosí, en relación con el diverso 33, fracción X, del Acuerdo General Centésimo Primero del Pleno del Consejo de la Judicatura del Poder Judicial del Estado.


La conducta anteriormente señalada en la tabla, es la que esencialmente refirió el promovente en su escrito de denuncia recibido por la Secretaría Ejecutiva de Vigilancia y Disciplina de este Consejo.
Definida la conducta, con el objeto de respetar el principio de tipicidad, que debe hacerse extensivo a las infracciones y sanciones administrativas, de modo que no quede duda, que la conducta que se imputa al afectado, encuadra exactamente en la hipótesis normativa respectiva
; se procede a evidenciar si las conductas desplegadas por el servidor público, actualizan en las causas de responsabilidad administrativa contempladas en los artículos 178, fracciones I, II y IX, así como 179, fracción, IV, de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado. 
Pues bien, los elementos a analizar son: que exista una conducta y que esa conducta se actualice en alguna infracción administrativa, una vez hecho lo anterior, en el caso que dicha conducta quede plenamente comprobada, primero se deberá individualizar cuál de las sanciones previstas por el sistema normativo completo será aplicable a los hechos, lo cual deberá  hacerse en forma proporcional y razonable, posteriormente, dada la naturaleza de las sanciones, de ser factible, tras la individualización de la sanción se pasará a determinar el tiempo de duración de ésta, o bien, del quántum, si fuere económica.

De la anterior descripción legal, se concluye a juicio de este Órgano Colegiado, que para la actualización de la violación a los numerales transcritos se requiere acreditar las siguientes hipótesis:
a) Que en la época de los hechos el encausado haya tenido la calidad como servidor público (Auxiliar de Tecnologías de la Información) del Poder Judicial del Estado, dentro de las categorías que señala la normatividad.  

b) Que el encausado incurra en infracciones y omisiones en relación con los deberes que le impone la Ley y las demás sustantivas y adjetivas del Estado, así como los reglamentos respectivos.

QUINTO. CONTENIDO DE LA QUEJA Y CONTESTACIÓN DEL SERVIDOR JUDICIAL ENCAUSADO. Para resolver el asunto que nos ocupa, se tienen por reproducidas, como si a la letra se insertaran, las manifestaciones realizadas por el denunciante, mediante el oficio VJ/12/2019
, así como la contestación a la denuncia, efectuada de manera oral mediante la audiencia que se verificó en once de marzo del dos mil diecinueve
. Resulta innecesaria la transcripción de dichas constancias, en virtud del análisis exhaustivo que se precisará respecto de todos los puntos litigiosos, con la valoración de las pruebas que obran en el sumario y tomando en consideración los argumentos aducidos por las partes, propiciando que la presente resolución se conforme de razonamientos, no así de transcripciones, de conformidad con la Jurisprudencia
 que indica lo que a continuación se plasma:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN. De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la Litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.”
SEXTO. ANÁLISIS DE LA CONDUCTA ATRIBUIDA A ALEJANDRO MEDINA GALINDO EN SU CALIDAD DE AUXILIAR DE TECNOLOGÍAS DE LA INFORMACIÓN DEL CENTRO INTEGRAL DE JUSTICIA PENAL DE LA PRIMERA REGIÓN JUDICIAL DEL ESTADO, RESPECTO DE LAS QUE SE CONSIDERA FUNDADO EL PROCEDIMIENTO DISCIPLINARIO. En este considerando se estudiará la conducta que resulta fundada.
Por tal motivo, es elemental reproducir el texto de los diversos preceptos legales que se estiman vulnerados, a fin de estar en condiciones de comprobar si las conductas supuestamente irregulares califican o no en la descripción de las faltas administrativas, los cuales son del tenor siguiente:
Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado

 “Artículo 179. Son faltas en general de los servidores judiciales: 
(…)

IV. Las infracciones y omisiones en que incurran, en relación con los deberes que les imponen las disposiciones de este Ley y las demás sustantivas y adjetivas del Estado, así como los reglamentos respectivos. ;(…)”

Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado de San Luis Potosí

“Artículo 48. Incurrirá en falta administrativa no grave el servidor público cuyos actos u omisiones incumplan o transgredan lo contenido en las obligaciones siguientes:

(…)

I. Cumplir con las funciones, atribuciones y comisiones encomendadas, observando en su desempeño disciplina y respeto, tanto a los demás Servidores Públicos como a los particulares con los que llegare a tratar, en los términos que se establezcan en el código de ética a que se refiere el artículo 16 de esta Ley; (…)
Acuerdo General Centésimo Primero del Pleno del Consejo de la Judicatura del Poder Judicial del Estado
“Artículo 33. Los Auxiliares de Tecnologías de la Información, son los servidores judiciales, que, en coordinación con el Área de Tecnologías de la Información, dependiente del Secretariado Ejecutivo de Administración del Consejo, serán los encargados de brindar el apoyo técnico necesario para el ejercicio de las audiencias y la adecuada atención al público en los Centros de Justicia Penal, su superior inmediato es el Gestor Regional, tendrán las siguientes funciones:

(…)

X. Las demás que establezcan las disposiciones legales y reglamentarias, los acuerdos del Consejo y las que expresamente le asignen sus superiores jerárquicos.”

El estudio de la conducta atribuida al enjuiciado, se realizará bajo la base de las pruebas que, al efecto, cada una de las partes hizo llegar, admitiéndose las que fueron calificadas de legales, desahogándose las que por su naturaleza así lo ameritaron.
Por cuanto hace al denunciante Roberto Dorantes Hivó, aportó lo siguiente:

1. Copia certificada del oficio SEVD/578/2018, de fecha dos de mayo del dos mil dieciocho, signado por el Secretario Ejecutivo de Vigilancia y Disciplina del Consejo de la Judicatura del Poder Judicial del Estado, José Antonio Vázquez Espino, mediante el cual se ordena de ser factible la instauración de un procedimiento administrativo de responsabilidad administrativa en contra de Alejandro Medina Galindo
.

2. Copia certificada del nombramiento del Licenciado Roberto Dorantes Hivó como Visitador General, con la que acredita el carácter con el que comparece
.
3. Original del expedientillo 79/2018 en contra de Alejandro Medina Galindo
.
4. Copia certificada del oficio VJ/124/2018, de fecha veinticuatro de mayo del dos mil dieciocho, signado por el Visitador General del Consejo de la Judicatura y dirigido al licenciado Alfonso Guillermo Sánchez Serment, Visitador Judicial, mediante el cual el encomienda llevar a cabo las diligencias necesarias y recabar la documentación que se requiera para dar cumplimiento a los extremos ordenados en el oficio SEVD/578/2018
.

5.  Original de la entrevista realizada el veinticinco de mayo del dos mil dieciocho al Ingeniero Alejandro Medina Galindo
. 
6. Copia del oficio C.J. 1273/2018 signado por el Magistrado Juan Paulo Almazán Cue, Presidente del Supremo Tribunal de Justicia y del Consejo de la Judicatura del Poder Judicial del Estado, dirigido a Ingeniero Alejandro Medina Galindo, mediante el cual determinó{o requerirlo para que dentro del término de veinticuatro horas informara las razones por las cuales no ha dado cumplimiento con la instrucción generada por ese Órgano Administrativo en la diversa sesión de veintiuno de marzo del dos mil dieciocho, y notificada mediante oficio C.J. 1132/2018
.
7. Copia del oficio CJPSLP009, firmado por Eric Briones Méndez, Gestor Regional Sede San Luis Potosí, dirigido a  Alejandro Medina Galindo, de fecha veinticuatro de enero del dos mil dieciocho, mediante el cual solicita su apoyo con la elaboración y remisión de las bases de datos correspondientes al ejercicio 2017 del centro de justicia penal sala sede San Luis Potosí
.
8. Copia del oficio CD-CJ 116/18, signado por el Consejero de la Judicatura Coordinador de la Comisión de Disciplina, dirigido a los Gestores Regionales de la Primera, Segunda, Tercera y Cuarta Región Judicial del Estado de San Luis Potosí, recibido por el Centro de Justicia Penal Sala Sede San Luis Potosí en tres de mayo del dos mil dieciocho, por medio del cual determina instruirles que supervisen que los operadores administrativos registren de manera obligatoria los datos informativos requeridos por la Plataforma Estratégica Interinstitucional
.

9. Copia del acta circunstanciada de fecha cuatro de mayo del dos mil dieciocho, mediante el cual hace del conocimiento del personal a su cargo sobre el contenido de los oficios CD-CJ 116/18, CD-CJ 120/18 y CD-CJ 121/18, signados por el Consejero de la Judicatura Coordinador de la Comisión de Disciplina, constando en ésta el nombre y firma de Alejandro Medina Galindo
.

Documentales antes descritas, de la cuales se desprende que de conformidad con lo establecido por los artículos 280 fracción II, 323 fracción II, 331 y 388 del Código de Procedimientos Civiles vigente en esta Entidad Federativa, de aplicación supletoria, acorde a los establecido en el numeral 189 de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado, tienen el carácter de pública
, y que en el caso adquieren valor probatorio pleno
, pues no fueron redargüidas de falsas.

Por su parte, la Secretaría Ejecutiva de Vigilancia y Disciplina, recabó las siguientes probanzas:

1. Certificación realizada por el Secretario Ejecutivo de Vigilancia y Disciplina, en seis de marzo del dos mil diecinueve, en la cual hizo constar que conforme a los registros de esa secretaría, Alejandro Medina Galindo, conforme a los registros no cuenta con ninguna sanción administrativa firme
.

Medio de prueba el anterior, al que se le confiere pleno valor probatorio, conforme a lo dispuesto en los artículos 323, fracción VIII y 388 del Código de Procedimientos Civiles del Estado, de aplicación supletoria en los términos del ordinal 189 de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado.

2. Oficio 03/2019, suscrito por la agente del Ministerio Público adscrita a este Consejo de la Judicatura del Poder Judicial del Estado, recibido el veintitrés de enero del dos mil diecinueve
.

3. Oficio signado por la Directora de Recursos Humanos del Poder Judicial del Estado, en once de febrero del dos mil diecinueve, mediante el cual señala que Alejandro Medina Galindo percibe un sueldo neto, que a la fecha se desempeña como Técnico Especializado en el Área de Tecnologías de la Información, que cuenta con una antigüedad general de dos años y diez meses en el cargo, y que no cuenta con sanciones administrativas; justificándose con ello las circunstancias socioeconómicas del denunciado, su nivel jerárquico, antecedentes laborales, antigüedad en el servicio público así como en el cargo que actualmente desempeña
. 

Documental antes descrita, de la que se desprende que de conformidad con lo establecido por los artículos 280 fracción II, 323 fracción II, 331 y 388 del Código de Procedimientos Civiles vigente en esta Entidad Federativa, de aplicación supletoria, acorde a los establecido en el numeral 189 de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado, tiene el carácter de pública
, y que en el caso adquiere valor probatorio pleno
, pues no fue redargüida de falsa. 

En cuanto al encausado, éste no aportó probanza alguna.
En relación a la conducta establecida en el punto 1, que se especificó en la tabla del considerando cuarto, esta se encuentra fundada. 
En el auto de inicio del procedimiento se estableció que el encausado fue omiso en acatar las instrucciones de sus superiores jerárquicos, toda vez que por oficio CJPSLP009/2018, de veinticuatro de enero del dos mil dieciocho el Gestor Regional Sala Sede en San Luis Potosí, Eric Briones Méndez, solicitó su apoyo para la elaboración y remisión de las bases de datos correspondientes al ejercicio del año dos mil diecisiete del Centro De Justicia Penal de esa sede, instrucción que dejó de acatar, tan es así que por oficio C.J. 1273/2018,de fecha diez de abril del dos mil dieciocho, el Magistrado Juan Paulo Almazán Cue, Presidente del Tribunal de Justicia y del Consejo de la Judicatura del Poder Judicial del Estado, lo requirió para que dentro del término de veinticuatro horas informara las razones por las cuales no había dado cumplimiento a la instrucción dada por su superior, lo cual se robustece con la manifestación del propio enjuiciado en el oficio CIJP-1250/2018, fechado al trece de abril del dos mil dieciocho, en el cual expuso textualmente: “me ha sido imposible concluir la referida encomienda dentro de la fecha requerida,… no omito manifestar que he realizado dichas capturas durante el tiempo que me ha sido posible sin embargo no he logrado concluir dicha petición” por lo que de sus manifestaciones se desprende que el imputado acepta que ha sido omiso en dar cumplimiento con lo encomendado, lo que debe considerarse como una confesión a la que se le otorga pleno valor probatorio de conformidad con lo establecido en el artículo 301 en relación con el diverso 383 del Código de Procedimientos Civiles del Estado.
De lo anterior, es claro evidenciar la omisión en que incurrió el Auxiliar de Tecnologías de la Información, toda vez que, éste tenía conocimiento pleno de la tarea que le había sido asignada, y el servidor judicial no dio cabal cumplimiento a ello, por el contrario, refiere que le fue imposible concluir con la encomienda, sin que haya justificado las acciones realizadas por éste, tendientes a dar cumplimiento con lo que le fue ordenado. 
Afectando así, el principio de eficiencia, entendiéndose por este que el servidor público en el desempeño de sus funciones, debe de utilizar los recursos públicos con el mayor cuidado y esmero, dedicándolos exclusivamente al fin para el que se le proporcionen, para no perjudicar la función pública. 

Es importante referir que la omisión en relación a los deberes que imponen las disposiciones legales, actualiza la causa de responsabilidad que se imputa, dado que entraña una conducta omisiva que trae como consecuencia que se infrinja la garantía de celeridad en la administración de justicia prevista en el artículo 17 Constitucional y, por consiguiente, una deficiencia en el servicio de impartición de justicia, que no puede estimarse en forma aislada, pues el hecho de que exista una enorme carga de trabajo como lo mencionó en sus argumentos de contestación, no exime al servidor de tomar las medidas necesarias para cumplir dentro de lo posible los plazos establecidos en las leyes respectivas, aunado a como se desprende de las constancias que se acompañan a los autos, su conducta constituye una omisión evidente en cuanto a sus deberes, dado que eximir de responsabilidad al servidor público a quien se le atribuye la falta, se estaría frente a la aceptación de una conducta por demás irresponsable que retardó y afectó en la calidad de impartición de justicia que se busca brindar a los justiciables.
En ese orden, y al no demostrar o contravenir con prueba alguna, los hechos que le son atribuidos al funcionario judicial, este órgano considera que la conducta desplegada por Alejandro Medina Galindo, causa impacto en la función primordial del Poder Judicial que exige de quien lo desempeña observen los principios de disciplina, profesionalismo, integridad, eficacia y eficiencia; con mayor razón porque el funcionario recibe un sueldo pagado con fondos del erario público.

Además, contrario a lo que alega el enjuiciado, de que existió una carga de trabajo importante, éste no justificó la circunstancias que le eximan de la falta, observándose que no aportó probanza alguna para justificar su omisión, por lo que sus argumentos son notoriamente infundados.
En ese contexto, se tiene por acreditada la causa de responsabilidad atribuida a Alejandro Medina Galindo, configurándose la falta prevista en el artículo 179, fracción IV, de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado pues se acredita que el Auxiliar de Tecnologías de la Información del Centro Integral de Justicia Penal de la Primera Región Judicial del Estado dejó de observar el contenido del artículo 33, fracción X, del Acuerdo General Centésimo Primero del Pleno del Consejo de la Judicatura del Poder Judicial del Estado.

SÉPTIMO. INDIVIDUALIZACIÓN DE LA SANCIÓN. Habiendo quedado demostrada la falta administrativa en que incurrió Alejandro Medina Galindo, en su actuar como Auxiliar de Tecnologías de la Información del Centro Integral de Justicia Penal de la Primera Región Judicial del Estado, en este apartado se individualizará y determinará la sanción que a juicio de este órgano disciplinario le corresponde, debiendo ser observados para tal efecto, los lineamientos que establece el artículo 74 de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado de San Luis Potosí, así como los artículos 181, 182 y 183 de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado, que señalan:

“ARTICULO 74. En los casos de responsabilidades administrativas por faltas de las catalogadas como no graves, las contralorías o los órganos internos de control impondrán las sanciones administrativas siguientes:

I. Amonestación privada o pública; 

II. Suspensión del empleo, cargo o comisión; 

III. Destitución del empleo, cargo o comisión, y 

IV. Inhabilitación temporal para desempeñar empleos, cargos o comisiones en el servicio público y para participar en adquisiciones, arrendamientos, servicios u obras públicas.

Las contralorías y los órganos internos de control podrán imponer una o más de las sanciones administrativas señaladas en este artículo, siempre y cuando sean compatibles entre ellas y de acuerdo a la trascendencia de la falta administrativa no grave. 

La suspensión del empleo, cargo o comisión que se imponga por las contralorías o los órganos internos de control, podrá ser de uno a treinta días naturales y serán ejecutadas por el titular o servidor público competente del ente público correspondiente. 

En caso de que las contralorías o los órganos internos de control impongan como sanción la inhabilitación temporal, ésta no será menor de tres meses ni podrá exceder de un año y serán ejecutadas en los términos de la resolución dictada.

ARTICULO 181. 

Las sanciones administrativas consistirán en:

I. Amonestación o apercibimiento, que podrá hacerse en público o en privado, según la gravedad de la falta;

II. Sanción económica por el equivalente de doscientos a trescientos días de salario mínimo general vigente en la región al momento de cometerse la falta, siempre que no se obtenga un beneficio, o se cause un daño o un perjuicio;

III. Suspensión hasta por sesenta días;

IV. Destitución del puesto o cargo, y

V. Inhabilitación para desempeñar cargo o empleo alguno en el Poder 
Judicial del Estado:

a) Hasta por dos años, cuando no se obtenga lucro ni se causen daños o perjuicios.

b) De seis meses a tres años en caso de que se obtenga algún beneficio o se causen daños o perjuicios, si el monto de aquellos no excede de cien veces el salario mínimo mensual vigente en la región.

c) De tres a diez años, si los daños o perjuicios causados exceden el límite señalado en el inciso anterior.”

ARTICULO 182. 

Las sanciones administrativas se impondrán tomando en cuenta lo que al efecto prevé, la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí.

ARTICULO 183. 

La aplicación de las sanciones a que se refiere el artículo 181 de esta Ley, corresponde al Consejo de la Judicatura. Tratándose de las que correspondan a los magistrados resolverá el Pleno del Supremo Tribunal de Justicia.”

Al respecto, es preciso destacar que en los ordenamientos de mérito no existen normas en las que establezcan una correspondencia entre las conductas irregulares cometidas y las sanciones previstas en el 181 de la ley orgánica de mérito, ni se estipula una delimitación de sanciones para las faltas graves y no graves, es por eso que este órgano disciplinario, en ejercicio de la facultad sancionadora que le compete, debe determinar qué medida debe imponerse, eligiendo entre la mínima y la máxima señaladas en el numeral citado, quedando a juicio de este cuerpo colegiado decidir, dentro de los parámetros establecidos en las propias leyes, sobre la individualización de la sanción, obviamente considerando las circunstancias de cada asunto en particular, referentes a los elementos enunciados en el 75 de la citada ley de responsabilidades, al respecto es ilustrativa, la tesis
 que continúa:

“RESPONSABILIDADES DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS. PARA QUE SE CONSIDERE DEBIDAMENTE FUNDADA Y MOTIVADA LA IMPOSICIÓN DE UNA SANCIÓN ADMINISTRATIVA, LA AUTORIDAD DEBE PONDERAR TANTO LOS ELEMENTOS OBJETIVOS COMO LOS SUBJETIVOS DEL CASO CONCRETO. Tanto los principios como las técnicas garantistas desarrolladas por el derecho penal son aplicables al derecho administrativo sancionador, en virtud de que ambos son manifestaciones del ius puniendi del Estado. Así, al aplicarse sanciones administrativas deben considerarse los elementos previstos por el derecho penal para la individualización de la pena, que señalan al juzgador su obligación de ponderar tanto aspectos objetivos (circunstancias de ejecución y gravedad del hecho ilícito) como subjetivos (condiciones personales del agente, peligrosidad, móviles, atenuantes, agravantes, etcétera), pues de lo contrario, la falta de razones suficientes impedirá al servidor público sancionado conocer los criterios fundamentales de la decisión, aunque le permita cuestionarla, lo que trascenderá en una indebida motivación en el aspecto material. En ese contexto, para que una sanción administrativa se considere debidamente fundada y motivada, no basta que la autoridad cite el precepto que la obliga a tomar en cuenta determinados aspectos, sino que esa valoración debe justificar realmente la sanción impuesta, es decir, para obtener realmente el grado de responsabilidad del servidor público en forma acorde y congruente, aquélla debe ponderar todos los elementos objetivos (circunstancias en que la conducta se ejecutó) y subjetivos (antecedentes y condiciones particulares del servidor público y las atenuantes que pudieran favorecerlo), conforme al caso concreto, cuidando que no sea el resultado de un enunciado literal o dogmático de lo que la ley ordena, y así la sanción sea pertinente, justa, proporcional y no excesiva. En ese tenor, aun cuando la autoridad cuente con arbitrio para imponer sanciones, éste no es irrestricto, pues debe fundar y motivar con suficiencia el porqué de su determinación.”

Lo anterior pone de relieve que la facultad conferida a la autoridad sancionadora no puede ser producto de una actuación caprichosa o arbitraria, sino justificada por la evaluación de todas las circunstancias que rodean la situación de hecho advertida por la autoridad y que se concreta mediante los elementos de convicción aportados en el curso del procedimiento respectivo, en el que los servidores públicos tiene oportunidad de rendir las pruebas que estimen pertinentes en concordancia con las normas que regulan el ejercicio de esa facultad sancionadora, pues de acuerdo con el margen legislativamente impuesto a la autoridad, su actuación tendrá que ser el resultado de la ponderación objetiva de los elementos relativos a el nivel jerárquico y los antecedentes del infractor, las condiciones exteriores y los medios de ejecución, y la reincidencia en el incumplimiento de obligaciones que previene el citado artículo 75 para acotar su actuación y así permitir la fijación de una sanción acorde con la infracción cometida.

Acorde al referido artículo 75, los elementos a tomar en cuenta, por parte de este órgano, actuando en pleno, son: 
“ARTÍCULO 75. Para la imposición de las sanciones a que se refiere el artículo anterior se deberán considerar los elementos del empleo, cargo o comisión que desempeñaba el servidor público cuando incurrió en la falta, así como los siguientes: 

El nivel jerárquico y los antecedentes del infractor, entre ellos, la antigüedad en el servicio; 

Las condiciones exteriores y los medios de ejecución, y 

La reincidencia en el incumplimiento de obligaciones. 

En caso de reincidencia de faltas administrativas no graves, la sanción que imponga el órgano interno de control no podrá ser igual o menor a la impuesta con anterioridad. 

Se considerará reincidente al que habiendo incurrido en una infracción que haya sido sancionada y hubiere causado ejecutoria, cometa otra del mismo tipo.”

Sobre el tema es aplicable la tesis
 siguiente:

“RESPONSABILIDADES DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS DEL ESTADO DE MÉXICO Y MUNICIPIOS. CARACTERÍSTICAS DE LOS DOS DIFERENTES TIPOS DE JUICIOS DE PROPORCIONALIDAD Y RAZONABILIDAD QUE DEBEN REALIZARSE PARA ESTIMAR CORRECTAMENTE INDIVIDUALIZADA UNA SANCIÓN IMPUESTA EN TÉRMINOS DE LA LEY RELATIVA. Los artículos 49 y 59 de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de dicha entidad señalan, respectivamente, cuáles son las sanciones por responsabilidad administrativa disciplinaria y el procedimiento para su imposición. Así, el sistema completo de responsabilidades contenido en dicha ley prevé, según las características de cada caso, las sanciones siguientes: I. Amonestación; II. Suspensión; III. Destitución; IV. Sanción económica; V. Inhabilitación temporal para desempeñar empleos, cargos o comisiones en el servicio público; y, VI. Arresto hasta por treinta y seis horas. Es decir, siempre que se pruebe que una conducta actualiza alguna infracción administrativa, la autoridad disciplinaria, tras comprobarla plenamente, deberá primero, individualizar cuál de las seis modalidades de sanciones previstas por el sistema normativo completo será aplicable a los hechos, lo que tendrá que hacer de forma proporcional y razonable; posteriormente, dada la naturaleza de las sanciones (excepto la amonestación y la destitución que se concretan en un solo momento) deberá establecer su duración (ya sea de suspensión, inhabilitación o arresto), o a cuánto ascenderá la obligación de pago (por conceptos resarcitorios, indemnizatorios o simplemente sancionadores, según proceda); aspectos que implican que, tras la individualización de la sanción, se pasará a la del tiempo de duración de ésta, o bien, del quántum, si fuere económica. Esto demuestra que, para efectos de estimar correctamente individualizada una sanción impuesta en términos de la ley referida (excepto amonestación y destitución), siempre deberán existir dos diferentes tipos de juicios de proporcionalidad y razonabilidad. Consecuentemente, si la autoridad sancionadora no realiza ese doble juicio o escrutinio de proporcionalidad, ello es suficiente para estimar que la resolución sancionadora es contraria, no sólo a la lógica del propio sistema de sanciones, sino también a las técnicas garantistas del derecho administrativo sancionador y a la propia Constitución, por lo cual, la Sala del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado de México que advierta la inobservancia de los criterios indicados, debe anular todos los actos en que se hayan inaplicado o utilizado inexactamente, de conformidad con la jurisprudencia P./J. 99/2006, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXIV, agosto de 2006, página 1565, de rubro: "DERECHO ADMINISTRATIVO SANCIONADOR. PARA LA CONSTRUCCIÓN DE SUS PROPIOS PRINCIPIOS CONSTITUCIONALES ES VÁLIDO ACUDIR DE MANERA PRUDENTE A LAS TÉCNICAS GARANTISTAS DEL DERECHO PENAL, EN TANTO AMBOS SON MANIFESTACIONES DE LA POTESTAD PUNITIVA DEL ESTADO
      En este orden de ideas, una vez que se han establecido los criterios que sirven de base para la individualización de la sanción, se procede al análisis respectivo.

I. El nivel jerárquico y los antecedentes del infractor. Respecto de este elemento se acredita con las constancias expedidas por la Directora de Recursos Humanos del Consejo de la Judicatura del Poder Judicial del Estado, en la cual reporta que Alejandro Medina Galindo, se desempeña como Auxiliar de Tecnologías de la Información del Centro Integral de Justicia Penal de la Primera Región Judicial del Estado.
Por lo que al ocupar un puesto se presume que tiene una experiencia vasta y suficiente como para evitar la conducta injustificada en que incurrió, ya que se considera que se trata de un servidor público, conocedor del área de Tecnologías y por el cargo que desempeña, sabedor de sus atribuciones, funciones y obligaciones, amén de tener amplia acepción de la importancia de la labor de un servidor público; por ello resulta injustificada la comisión de la falta administrativa que se le atribuye. 

I.I La antigüedad en el servicio. El implicado Alejandro Medina Galindo, cuenta con una antigüedad general de dos años, diez meses.

De la relación que antecede se aprecia que el funcionario tenía una antigüedad de más de dos años, toda vez que su cargo se relaciona con el Área de Tecnologías de la Información, se asume, que éste debe ser una persona capacitada en el ejercicio de su función y por tanto conocer la normatividad que rige su actuar como servidor público, por lo que no es aceptable que con esa experiencia cometiera la omisión inexcusable antes analizada.

II. Las condiciones exteriores y los medios de ejecución de la infracción cometida. Se señala que las mismas han quedado precisadas en esta resolución, acreditándose plenamente que el encausado no cumplió con sus deberes y obligaciones que señala el artículo 33, fracción X, del Acuerdo General Centésimo Primero del Pleno del Consejo de la Judicatura del Poder Judicial del Estado.
III. La reincidencia en el incumplimiento de sus obligaciones. Cabe mencionar que, se actualiza tal supuesto cuando algún servidor público ha sido sancionado con anterioridad, el Diccionario de la Real Academia española define la reincidencia como la reiteración de una misma culpa o defecto, así como la circunstancia agravante de la responsabilidad criminal, que consiste en haber sido el reo condenado antes por un delito análogo al que se le imputa, y por su parte el Consejo de la Judicatura Federal emitió el siguiente criterio
 que resulta aplicable:

“REINCIDENCIA, ANTECEDENTES DEL SERVIDOR PÚBLICO QUE PUEDEN SER TOMADOS EN CUENTA PARA CONFIGURARLA. Conforme a lo establecido en el artículo 34 de la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos, de aplicación supletoria al caso, la facultad sancionadora del Consejo de la Judicatura Federal prescribe en cinco o tres años, según sea la falta grave o no. En tal virtud, este Pleno considera que, por identidad de razón, estos mismos términos deben ser considerados como limitantes para tener como antecedentes negativos de un servidor público atendibles a fin de configurar la reincidencia, ya que no es admisible que dichas sanciones permanezcan o subsistan indefinidamente, sin limitación temporal, pues esta situación equivaldría a aceptar que, independientemente de la sanción que en su momento se le impuso, el servidor público siga sufriendo, permanentemente las consecuencias originadas por su falta administrativa, con infracción flagrante al principio de seguridad jurídica.” 

En el caso concreto no se advierte algún procedimiento de responsabilidad administrativa en el que el involucrado haya sido sancionado por alguna infracción del mismo tipo, por lo que es evidente que no puede atribuírsele tal calidad de reincidente.

La conveniencia de suprimir prácticas que infrinjan en cualquier forma las disposiciones legales que establezcan el correcto desempeño del servidor público, conlleva a sancionar todos los actos en que puedan incurrir los servidores públicos implicados en cumplimiento de sus obligaciones durante la prestación del servicio público, para que no se constituya como costumbre en los tribunales y se vicie la administración de justicia.



En la especie, Medina Galindo, con la calidad apuntada, inobservó la normatividad relativa a sus atribuciones, al incurrir en una omisión en relación con sus deberes, razón por la cual, se estima conveniente imponerle una medida disciplinaria, con el fin de evitar omisiones futuras que contravengan las disposiciones de que se trata. 
Esto es así ya que resulta trascendental que los servidores públicos adscritos al órgano en el cual se imparte justicia, lleven a cabo sus tareas jurisdiccionales o administrativas, acorde a los principios de excelencia, objetividad, imparcialidad, profesionalismo e independencia a que se refiere el artículo 100, párrafo séptimo, de la Constitución Federal, de manera que cuando una o varias de tales directrices se vean vulneradas, surge evidentemente la necesidad de sancionar su infracción o suprimir la posibilidad de su continuación, dado que ello afecta negativamente en el desempeño que exige la carrera judicial, y en el servicio público que se desempeñan ignorando la máxima diligencia que su función les exige.
Por tanto, se determina que las faltas relativas a incurrir en omisiones en relaciones con los deberes que imponen las disposiciones legales, sustantivas y adjetivas del Estado, así como los reglamentos respectivos por parte de los funcionarios públicos y que establece la ley, deben suprimirse por completo, en aras de proteger la impartición de justicia expedita y, por ende, el derecho humano al acceso a la justicia.

Las particularidades destacadas ponen de manifiesto que la omisión del involucrado consistente en que indebida e ilegalmente dejara de cumplir con las funciones que expresamente le asignaron sus superiores jerárquicos, indudablemente conllevó a retardar en el buen funcionamiento del Centro de Justicia Penal Regional.

Lo que deriva de la omisión en que incurrió el referido encausado, constituye una responsabilidad directa y personal, ya que la realizó sin intervención de terceras personas; máxime que el ejercicio del cargo público manifiesta el compromiso y vocación para atender los asuntos que le interesan y afectan a la sociedad, adquiriendo una responsabilidad que deriva de las funciones inherentes al cargo que desempeñan. 
El proceder observado por el implicado actualiza en la causa de responsabilidad administrativa prevista en el artículo 179, fracción IV, de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado.
 Analizados los elementos a que se refiere el ordinal 74 de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado de San Luis Potosí, éste Órgano Colegiado procede a fijar la sanción aplicable al servidor público implicado, tomando en consideración tales elementos amén de las circunstancias particulares que se dieron en el caso.
Al respecto, como ha quedado señalado, la falta administrativa que en el caso quedó evidenciada no es grave, por lo que este órgano colegiado considera que debe sancionarse conforme a ello.

Así, de conformidad con lo expuesto y atendiendo a los elementos analizados, enunciado a lo largo del presente considerando, este órgano disciplinario, en uso de la facultad que le confiere el artículo 183 de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado, considera procedente imponer al implicado Alejandro Medina Galindo, la sanción consistente en amonestación pública (como Auxiliar de Tecnologías de la Información del Centro Integral de Justicia Penal de la Primera Región Judicial del Estado).

La sanción citada encuentra fundamento en el artículo 74, fracción I de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado de San Luis Potosí; y está motivada en que resulta pertinente, justa y proporcional, teniendo en cuenta que existen elementos objetivos para asumir como no grave la causa de responsabilidad administrativa atribuida al involucrado; la importancia de suprimir conductas de esa naturaleza, para no viciar la administración de justicia; y, con la primordial intención de generar en aquéllos una reflexión adecuada para que, una vez cumplida la sanción que se impone, de reincorporarse al servicio público, realice sus labores con probidad y observando todas las obligaciones que les corresponden como consecuencia de su cargo. Este órgano de control administrativo estimó para castigar la falta administrativa en que incurrió el servidor judicial, con la finalidad de que no vuelva a cometer faltas de carácter administrativo, en atención a las particularidades del caso y en razón de que la falta cometida por el infractor es considerada no grave, del nivel jerárquico y antecedentes de éste, de las condiciones exteriores y medios de ejecución y de que el funcionario no es reincidente.
Asimismo, debe decirse que por la infracción cometida por el servidor público al que se le atribuye la responsabilidad, no ha lugar a imponerle las sanciones a que se refieren las fracciones II, III y IV del ordinal mencionado, las cuales consisten en la sanción económica, suspensión hasta por sesenta días, destitución del puesto o cargo y la inhabilitación para desempeñar cargo o empleo alguno en el Poder Judicial del Estado, en razón de los elementos analizados con antelación, y sería incongruente imponerle tales sanciones.
No se consideró una sanción mayor, pues en atención a la conducta reprochada al implicado en el presente caso, y a las formas de ejecución y contexto en que ésta se desplegó, resulta pertinente sancionar, porque con el comportamiento de éste se atentó contra la buena imagen y el prestigio del servicio público y, particularmente, del Poder Judicial del Estado de San Luis Potosí.

En relatadas condiciones, con fundamento en los artículos 183, 181, fracción I, de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado; 74, fracción I de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado de San Luis Potosí, procede imponer al involucrado la sanción consistente en amonestación en su modalidad de pública a Alejandro Medina Galindo, en relación con el cargo de Auxiliar de Tecnologías de la Información del Centro Integral de Justicia Penal de la Primera Región Judicial del Estado.


Sanción que deberá sujetarse en términos de lo dispuesto por el artículo 183, de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado y que, operará a partir del día siguiente en que se notifique la presente resolución a los servidores públicos responsables ello, en términos del artículo 222 de la multicitada Ley de Responsabilidades.

OCTAVO. REGISTRO, CONTROL, EVALUACIÓN Y SEGUIMIENTO. De conformidad con el artículo 94, fracción XXIV de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado, en ejercicio de las atribuciones conferidas a este Pleno del Consejo de la Judicatura del Estado de San Luís Potosí, atendiendo a que en el presente procedimiento se le impuso sanción administrativa a Alejandro Medina Galindo, en relación con el cargo de Auxiliar de Tecnologías de la Información del Centro Integral de Justicia Penal de la Primera Región Judicial del Estado, consistente en amonestación en su modalidad de pública, de conformidad con el artículo 181 fracción I de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado; se ordena inscribir la presente resolución en los archivos de sus respectivos expedientes, que esta autoridad lleva para efectos de registro, control, evaluación y seguimiento de los actos del desempeño del personal del Poder Judicial del Estado, a través de la Unidad de Estadística, Evaluación y Seguimiento de la Secretaría Ejecutiva de Administración, de Dirección de Recursos Humanos y de la Contraloría del Poder Judicial del Estado de San Luis Potosí.

NOVENO. NOTIFICACIÓN. Notifíquese personalmente la presente resolución a Alejandro Medina Galindo, en el domicilio que para ello se tiene autorizado en autos, para los efectos legales a que haya lugar, también hágase del conocimiento a la Agente del Ministerio Público adscrita a este Cuerpo Colegiado.
DÉCIMO. DEPURACIÓN. De conformidad con lo establecido en el artículo 82 del Reglamento General de Archivos del Poder Judicial del Estado de San Luis Potosí, hágase saber a las partes que en su momento se procederá a la depuración, destrucción o expurgo del expediente según corresponda, incluyendo las pruebas o documentos originales, personales o de interés para alguna de las partes. Por lo que, deberá solicitarse la devolución de los documentos, pruebas y muestras, que hayan aportado al procedimiento, dentro de los treinta días naturales, contados a partir de la notificación de esta determinación, apercibidos que, de no realizarse, se procederá a su destrucción, lo anterior, en cumplimiento a la circular 24/2016, emitida por el Pleno del Consejo de la Judicatura del Poder Judicial del Estado, en sesión de dieciséis de agosto de dos mil dieciséis.
DÉCIMO PRIMERO. TRANSPARENCIA. Con fundamento en el artículo 17 del Reglamento del Poder Judicial para la aplicación de la Ley de Transparencia y Acceso a la información Pública, se hace saber a las partes, que en cumplimiento a lo dispuesto por el artículo 23, fracción III, de la Ley en mención, se publicará y pondrá a disposición del público la sentencia que en definitiva se dicte en el asunto, una vez que haya causado ejecutoria. Lo anterior, sin perjuicio de la protección de oficio que al respecto operará a su favor. 
DÉCIMO SEGUNDO. ARCHIVO. Una vez efectuadas las diligencias y trámites ordenados, archívese este asunto como totalmente concluido.

Por lo anteriormente expuesto y fundado, se resuelve:

PRIMERO. El Pleno del Consejo de la Judicatura del Poder Judicial del Estado de San Luis Potosí, es competente para conocer y resolver este procedimiento administrativo de responsabilidad.
SEGUNDO. Es FUNDADO el procedimiento instaurado en contra de Alejandro Medina Galindo, en su actuación de Auxiliar de Tecnologías de la Información del Centro Integral de Justicia Penal de la Primera Región Judicial del Estado, acorde con lo expuesto en relación con la conducta examinada en el considerando sexto del presente fallo.
TERCERO. Se impone al implicado Alejandro Medina Galindo la sanción consistente en amonestación en su modalidad de pública en el cargo desempeñado; en los términos establecidos en considerando séptimo de esta resolución.
CUARTO. Atendiendo al considerando octavo de la presente resolución, si se ordena inscribir la presente resolución en los archivos de su expediente.
QUINTO. Notifíquese esta resolución conforme a la ley.
SEXTO. Hágase saber a las partes, lo dispuesto en el considerando décimo.

SÉPTIMO. Se hace saber a las partes que una vez que la sentencia que en definitiva se dicte en el presente haya causado ejecutoria se publicará y pondrá a disposición del público, conforme a lo precisado en el considerando décimo primero.
OCTAVO. Atento a lo dispuesto en el considerando décimo segundo, archívese el expediente como totalmente concluido.

Así, lo resolvió el Pleno del Consejo de la Judicatura del Poder Judicial del Estado de San Luis Potosí, por unanimidad de votos de sus integrantes, Consejero Presidente Juan Paulo Almazán Cue, Consejero Carlos Alejandro Ponce Rodríguez como ponente, Consejera Diana Isela Soria Hernández y Consejero Jesús Javier Delgado Sam, ante la Secretaria Ejecutiva de Pleno y Carrera Judicial, licenciada Geovanna Hernández Vázquez, que autoriza y da fe.
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